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Introducción


 


 


 


 


 


Este estudio representa la historia de un aprendizaje. Un aprendizaje realizado a través de una investigación. Un estudio histórico sobre un fenómeno muy puntual, en una época particular. Así, en las páginas que el lector encontrará en este texto, se evidencia un proceso de indagación histórica, sus transformaciones y altibajos, pero también los fundamentos, ideas y conclusiones sobre el problema del funcionamiento de la administración de justicia en una villa de la monarquía católica en el siglo XVIII.


Es la historia de un problema fundamental para entender el gobierno que la monarquía hispana estableció en sus territorios americanos. Se trata de la administración de justicia en un poblado que perteneció a la Real Audiencia y Chancillería de Santa Fe, primero, y al Virreinato del Nuevo Reino de Granada o Virreinato de Santa Fe1, después, en el siglo XVIII. Entender cómo funcionaba la maquinaria de gobierno, en especial para la impartición de justicia, en este contexto específico, permite demostrar la forma en que operaba su orden jurídico y político, un orden jurisdiccional; la práctica concreta de instituciones creadas para su gobierno y las vinculaciones con las características estructurales de una comunidad o localidad específica; y saber el significado que adquiría la administración de justicia para la misma.


El caso que sirvió de ejemplo para tratar los problemas referidos es el de la villa de San Gil. Ubicada en un territorio central del Virreinato de Santa Fe, surgió a finales del siglo XVII y conforme avanzaron los años, su población y economía se hicieron relativamente prósperas. San Gil, salvo un par de hechos relevantes, no fue una villa extraordinaria, por el contrario, resultó ser muy “típica”. Esto no resta importancia a su estudio, pues todas las épocas y todos los espacios son, en alguna medida, particulares y dignos de ser estudiados. Los historiadores acostumbramos a plantear las investigaciones en términos de lo destacable, de lo que resalta a simple vista del caso “interesante o especial. Aquí hemos apostado por plantear una investigación en términos de lo “normal”, si por ello entendemos lo que sucedía en el día a día.


La villa de San Gil no era un lugar especialmente destacable. Aunque su economía y demografía fueron prósperas en el siglo XVIII, no constituyó, por ejemplo, un centro minero o una población de conquista; no era la capital de una provincia, pero tampoco un territorio de frontera. El mayor peso demográfico recayó sobre la población mestiza y las élites regionales no fueron de grandes abolengos ni de fortunas de gran envergadura. San Gil, pues, era un lugar bastante normal. Más que una ciudad sede de audiencia o un territorio de frontera –por poner los extremos–, estudiar la administración de justicia en una población “promedio” puede decirnos mucho de los mecanismos cotidianos del poder, de la estabilidad, y en ocasiones sobre alteraciones, de las prácticas judiciales en un territorio que parecería no tener un interés particular, pero que era parte de la monarquía. Por ello, es un buen ejemplo del funcionamiento a un nivel local2 y rural de las instituciones monárquicas.


El límite temporal establecido cubre casi exactamente un siglo. Inicia en 1689, cuando la villa de San Gil fue erigida y dio comienzo a su vida política con un territorio propio; y termina en 1795, año en que el panorama territorial del oriente del virreinato, y por el cual San Gil se vio afectada, sufrió reacomodos significativos. Por su parte, el marco espacial estuvo dado por los límites político-administrativos de la villa, es decir, su jurisdicción. Esta ha sido el marco orientador, pues se refería a los confines donde la institución capitular que regía la vida local tenía y, no necesariamente ejercía siempre, facultad para gobernar. El ejercicio del poder del cabildo y sus jueces no tenía vigencia más allá. Por lo tanto, nos hemos restringido a un marco local.


En este contexto, de cierta manera también provincial, evaluaremos un problema poco tratado por la historiografía colombiana, pero sí por la de otras latitudes. En efecto, mientras que la historiografía argentina, la chilena y la mexicana, por no hablar de la producción no americana, cada vez más contribuyen al conocimiento de la administración de justicia durante la dominación española, el ámbito colombiano posee un impresionante desconocimiento de estas cuestiones. Salvo contados trabajos3, sabemos casi nada sobre la práctica judicial de ciudades, villas y áreas rurales del virreinato4; poco sobre la cristalización y manifestación de una cultura que era muy jurídica y religiosa; aún menos sobre los tribunales y las jurisdicciones por medio de los cuales se impartía justicia.


Entre los estudios disponibles, algunos fueron pioneros en su tiempo. En primer lugar, el estudio de Margarita Garrido analizó detalladamente la expresión judicial que podían tener distintos grupos por medio de quejas y reclamos5, con el fin de analizar la cultura política en la época de transición. Pocos años después, Beatriz Patiño Millán, a través de la justicia en la provincia de Antioquia, dio luces sobre el problema de la criminalidad y su relación con la estructura social6. Diana Luz Ceballos, desde una visión culturalista, realizó un estudio analítico de procesos por brujería y hechicería, examinando en detalle algunos juicios y sus contextos. Se ha avanzado en el tema, aunque se hacen necesarios nuevos estudios para superar la persistencia de visiones simplistas o anacrónicas sobre la administración de justicia, además de la profunda incomprensión sobre las instituciones7.


El objetivo de este trabajo es el de contribuir al estudio del tema. Tiene relevancia en cuanto ofrece el conocimiento de una parte, así sea mínima, del complejo orden jurisdiccional de la monarquía católica en el siglo XVIII y sus prácticas; de una jurisdicción de un virreinato8 poco conocido en su organización y funcionamiento; de la forma en que en una localidad operó la administración de justicia a través de una nómina de jueces que ejercieron distintas potestades, en ocasiones armónicamente, en otras de manera conflictiva.


Este estudio ha sido orientado por la idea de configuración9. Esta se refiere a que la realidad social –presente o pasada– es construida por una diversidad de ámbitos y acciones sociales10 que se relacionan entre sí y son interdependientes. Si bien en la propuesta sociológica que seguimos acá se pretende también analizar las posiciones relativas de los individuos con el fin de entender las configuraciones por ellos construidas, aquí no pretendemos llegar a ese detalle. Así, nuestro objeto de estudio se compone de distintos ámbitos interrelacionados y que, en conjunto, configuraron la administración de justicia en la villa de San Gil. La noción de configuración ha servido también como fundamento para unas estrategias de investigación. No solo hemos construido un fenómeno para analizar, sino además una metodología compuesta que se fue elaborando sobre la marcha del presente estudio.


Si este trabajo debiera ser clasificado, esperamos que pueda serlo como un estudio histórico-jurídico. Partimos, principalmente, de los aportes de la historia o historiografía crítica del derecho11. Esta considera que no se deben trasladar a realidades pasadas categorías provenientes de la manera en que concebimos el poder y el derecho en la actualidad. La realidad jurídica y política de los siglos XVI-XVIII era muy distinta de la nuestra. Por el momento, bastará con decir que se lo concebía y funcionaba como un orden jurídico plural y que la estructura institucional en buena parte estaba abocada a la justicia, pues administrarla era la mejor forma de gobernar. La impartición de justicia era diferenciada, derivado esto de una concepción de la sociedad donde cada persona tenía una calidad y un rol social distintos. Asimismo, los derechos eran diferentes de una persona a otra, de un grupo a otro, pero siempre en el espectro de unos principios y criterios jurídicos y religiosos determinados. La tarea de los tribunales era garantizar tales derechos a través de la justicia.


Aquí debe tenerse siempre en cuenta el derecho como cultura. Sabemos muy bien que el campo jurídico y sus elaboraciones son un reflejo y parte de la sociedad en que son producidos. No obstante, en la época de este estudio, el derecho –en sentido amplio y sin hacerlo equivalente a la ley– se puede entender como cultura misma, como una manifestación de ella, y no un producto bien diferenciado de la misma. El derecho, las formas jurídicas, la legislación, las instituciones y los pleitos estaban llenos de expresiones culturales de aquella sociedad. El derecho, más que una expresión de poder, y aunque lo era, constituía una manifestación de valores y prácticas arraigados en la sociedad.


Entonces, ¿cómo era el funcionamiento de la administración de justicia en una localidad de la monarquía católica?, ¿qué jurisdicciones existieron, y cómo y quiénes las ejercían?, ¿cuál era su lógica y práctica en la labor de los jueces? Con estos interrogantes nos aventuramos en algunos elementos de la administración de justicia y que sirvieron como ejes para la estructura expositiva del trabajo. En primer lugar, hemos considerado pertinente dar un lugar separado a un balance historiográfico. Esto con dos objetivos. Primero, nos hemos restringido a una parte significativa de la producción aparecida en los últimos diez años, esto por la amplitud de la literatura de años anteriores y de la cual hay algunos balances; aquí se destacan tres tradiciones historiográficas del derecho en América Latina. Segundo, el balance está orientado por las problemáticas, las perspectivas y los aportes hechos recientemente con el fin de evidenciar algunas ideas y argumentos que han sido de utilidad fundamental para el desarrollo de nuestro trabajo y que es necesario comentar ampliamente.


En segunda medida, el horizonte jurídico (esto es también cultural) se hacía necesario por ser este un fenómeno partícipe de la tradición jurídica de ­Occidente12. En esa medida, hemos trazado las principales características del orden jurídico y político que sirven de fundamento para entender el sustento del ejercicio del poder y de la administración de justicia. Como parte de ese fundamento previo, también esbozaremos un panorama jurisdiccional del virreinato al que pertenecía nuestro espacio de estudio con el fin de entender cómo se ubicaba en un contexto institucional mayor.


En tercer lugar, para una contextualizada comprensión de la realidad histórica, se han establecido las características más importantes de San Gil en la centuria dieciochesca. En parte, esto ha sido con el fin de esbozar las particularidades de esta sociedad local y entender las instituciones y las acciones de los actores sociales. Sin embargo, hemos hecho énfasis en los fenómenos directamente relacionados con la temática que tratamos. De tal manera describimos las principales vicisitudes territoriales y la específica distribución del poder político en la jurisdicción de San Gil.


Cuarto, al ser aquel un orden compuesto por jurisdicciones, correspondía desarrollar este punto. Tratamos la estructura de oficiales que ejercieron potestades jurisdiccionales en San Gil, es decir, sus jueces. Este capítulo, más que concentrarse en la reglamentación de los cargos existentes (vía predilecta en antaño y todavía no desarraigada) y sus facultades, ha privilegiado conocer el ejercicio concreto que hicieron los jueces de sus potestades. Destacan jueces de los que poco conocemos: el teniente de corregidor como representante directo de la jurisdicción del rey, los alcaldes de la Santa Hermandad como jueces restringidos a las zonas rurales y de gran importancia para ellas y los alcaldes partidarios como los principales distribuidores de la justicia por la extensión de la jurisdicción.


En quinto lugar, la realidad cotidiana y práctica de la justicia, en sus requerimientos operativos y de conocimientos judiciales. Esta ha sido una dimensión poco tratada en general, a pesar del evidente sustrato logístico que requiere la labor de las instituciones. De ello, por ejemplo, se evidencia toda la documentación que ha llegado a nosotros. Parte de la generación de esos documentos mediante el ejercicio de la impartición de justicia, era el conocimiento que tenían los jueces, fuera producto de estudios (letrados) o por transmisión social en la localidad y que no constituían un conocimiento formal (legos). Fuera lo uno o lo otro, la tarea del juez, así como los principios y criterios que debían direccionar sus decisiones, estaban perfectamente arraigadas en la cultura de aquellos tiempos. Las condiciones particulares para concretar la impartición de justicia, así como la labor del escribano, también han sido adscritas a esta problemática de la cotidianidad.


Ahora bien, el diversificado y complejo orden jurisdiccional daba lugar al cruce o al encuentro de jurisdicciones. No pocas veces fue conflictivo y cuyos procesos de resolución (juicios de competencias) han sido analizados en el capítulo 6. En realidad, abarcamos allí los problemas que tenían que ver con la jurisdicción de determinado juez, fueran aquellos producto del encuentro de dos de ellas (conflicto de competencias), o también las denuncias por el mal uso de la misma (favoritismos, invasión de otra) y que podían dar lugar a recusaciones; o las necesidades y argumentos para dotar a algunos jueces de mayores competencias.


Por último, la investigación se completó con un panorama de la justicia civil. Nos hemos concentrado en algunas características de la impartición de justicia, propiamente dicha. Primero, el rol de la justicia a nivel local y las relaciones que se tejían en torno y a partir de ella; y el fundamento y distinción procesal que estaba detrás de la materia civil. Segundo, se ha trazado un contexto litigante para la villa de San Gil. En otras palabras, los elementos básicos para un acercamiento a la impartición de justicia: cantidad, tipos, porcentajes y desarrollos generales de los casos civiles. Entonces, la resolución de conflictos privados fue abordada de una manera general, pues su tratamiento merecía una investigación puntual que no estábamos en capacidad de incluir en este trabajo. Dejamos una reflexión final con miras a la continuación de este tema.


Todo este proceso de investigación puede ser considerado como un ensamblaje de un rompecabezas. Cada aspecto, elemento o manifestación era una ficha que se relacionada con muchas otras en una armazón que terminaba por componer un tejido histórico. Sin embargo, el rompecabezas no está completo, pues quedan piezas por hallar. Algunas porque se nos escapan a nuestros ojos contemporáneos; otras porque las vicisitudes del tiempo y de los humanos no dejaron huella que llegara hasta el presente; y otras que corresponderá ubicarlas y comprenderlas por medio de investigaciones posteriores. Esperamos que las conclusiones del trabajo tracen algunos derroteros.


En tan diverso y complejo panorama, recurrimos a una variedad de fuentes documentales, de múltiples tipos y de varios archivos. El pilar fundamental de la documentación lo constituyeron los expedientes judiciales del Archivo General Municipal de San Gil13 (AGMSG), organizados en dos fondos. También recurrimos a protocolos notariales de este archivo, así como del Archivo Notarial del Socorro (ANS). El Archivo General de la Nación (AGN) en Bogotá fue el segundo pilar de la investigación, pues no solo nos aportó casos judiciales, sino informes, trámites de cargos, disputas jurisdiccionales y toda una gama de documentos que nos ha permitido acercarnos al ejercicio de la justicia, la práctica institucional local y sus relaciones con otras instancias.


Algunos legajos del Archivo General de Indias (AGI) fueron útiles para trazar el panorama jurisdiccional del virreinato. Como el lector verá en el capítulo 2, una serie de informes de provincias, así como el Estado general del virreinato de 1794 y las relaciones de virreyes nos facultaron para hablar de algunos de esos aspectos. Las fuentes normativas también fueron fundamentales: las Siete Partidas, la Recopilación de Indias, entre otras. Su utilización se incluyó no solo con el fin de obtener la información de la reglamentación de los cargos y otros aspectos jurídicos, sino también con el fin de comprender parte del sentido de los términos de la época y el panorama jurídico en que se inscribían.


Esperamos que este estudio también sea de alguna manera “útil” al abogado o al jurista que llegue a consultarlo. Ojalá contribuya a la reflexión sobre la justicia de nuestros días y sobre su funcionamiento. Que sea una especie de referente, sin esgrimir nostalgia, de un mundo donde la diversidad de derechos era su esencia y por lo tanto el derecho surgía de la misma constitución y funcionamiento de la sociedad y no de un Estado, como hoy en día, que pretende su monopolización y su ejecución, muchas veces sacrificando la diferencia. Esperamos que, de alguna manera, lo dicho en este trabajo sirva para pensar en un derecho y una justicia más cercanos a la realidad. Un derecho y una justicia más sociales14.






	
 La denominación famosa y extendida en uso de “Nueva Granada” solo se empezó a utilizar a inicios del siglo XIX. Aquí consideramos que lo más correcto sería usar las denominaciones empleadas en el siglo XVIII como “Virreinato del Nuevo Reino de Granada” o “Virreinato de Santa Fe”.
↩



	
 Giovanni Levi ha puntualizado esto como una cuestión de escala y de observar el funcionamiento de procesos y fenómenos con lupa, lo que permite evaluar las variaciones y adaptaciones locales de lo macro. LEVI, Giovanni. “Un problema de escala”. En: Relaciones. Estudios de Historia y Sociedad, Vol. 24, No. 95, 2003, pp. 279-288.
↩



	
 MONTOYA GÓMEZ, María Victoria. Los jueces y los desordenados: la administración de justicia y los esfuerzos por ordenar vistos a través de las relaciones ilícitas. El caso de la ciudad de Antioquia, 1750-1809. Trabajo de grado (doctora en Historia). México: Universidad Nacional Autónoma de México, 2013; de la misma autora: “La jurisdicción de los jueces pedáneos en la administración de justicia a nivel local. La ciudad de Antioquia, 1750-1809”. En: Anuario Colombiano de Historia Social y de la Cultura, Vol. 39, No. 2, julio-diciembre 2012, pp. 19-40; MUÑÓZ COGARÍA, Andrés David. “La administración de justicia penal y la criminalidad en la gobernación de Popayán (1750-1820)”. En: Anuario Colombiano de Historia Social y de la Cultura, Vol. 40, No. 1 enero-junio 2013, pp. 19-48; CONDE CALDERÓN, Jorge. “La administración de justicia en las sociedades rurales del Nuevo Reino de Granada, 1739-1803”. En: Historia Crítica, No. 49, enero-abril 2013, pp. 35-54. Solo para mencionar los más recientes.
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Capítulo 1
Repensar la justicia: un balance de ideas


 


 


 


 


 


En los últimos quince años, la historia de la justicia ha recibido un gran y renovado interés. Tanto las dinámicas de las instituciones como de sus relaciones con la población que gobernaban, entre la época del dominio de la monarquía católica y el siglo XIX, vistas a través de la justicia, han sido estudiadas desde distintas e innovadoras perspectivas. En efecto, especialmente en la última década, hemos visto la publicación de estudios individuales y colectivos que han enfatizado en el análisis de la justicia y sus distintas aristas. Así, podemos decir que estamos llegando a un mejor y más claro conocimiento de las realidades tejidas entre el derecho, las instituciones y la sociedad en torno a la impartición de justicia. No obstante queda todavía mucho por estudiar.


El cometido de este capítulo tiene varios componentes. En primera medida, pretende introducir a la temática presentando un conjunto de estudios recientes sobre la administración de justicia en los dominios americanos de la monarquía española. Se limita a los estudios más actuales y resalta la historiografía latinoamericana, ya que ha sido la más prolífica. En segundo término, este apartado del trabajo no se perfila tan solo como un balance y análisis historiográfico, sino también como una excusa para enunciar un cuerpo de ideas primordiales que han servido de puntos de partida, directrices, enunciados, presupuestos y comparaciones para los diversos elementos que analizamos en esta investigación.


Varios de los temas presentes en las siguientes páginas no son nuevos. De una u otra forma, y hasta hace poco más en otrora que en el presente, la administración de justicia, en su variante de las instituciones o de la criminalidad, había sido estudiada por quienes se interesaban en la historia del derecho o por quienes cultivaban la historia social o una historia social de la criminalidad. Sin embargo, algunos aspectos o fenómenos fueron de cierta forma abandonados y otros estudios se limitaron a resaltar las limitaciones de aquellos. A pesar de esto, desde hace varios años las temáticas referenciadas han recibido un nuevo interés con miras a un mejor entendimiento de la sociedad indiana.


En esta notable simpatía por la historia de la justicia es posible apreciar, para el contexto latinoamericano, tres núcleos principales. El primero consiste en varios estudios de la historiografía mexicana, la cual ha privilegiado el análisis de casos judiciales particulares o de algunos tribunales. En segundo lugar, la historiografía en Argentina ha sido muy prolífica a través de libros colectivos donde se enfocan en una historia social de la justicia o de las distintas formas en que se la impartía en contextos locales y regionales. Y un tercer eje lo constituye el quehacer historiográfico chileno, el cual se ha concentrado en la historia criminal para entender la sociedad, en especial para el siglo XIX.


Nuestra finalidad no es presentar un simple catálogo de autores, temas y obras. Tampoco solo la descripción de las principales características de los estudios. Sin desmeritar este modo de realizar un estado de la cuestión, hemos optado por profundizar en los objetos de estudio, las perspectivas o visiones que se han utilizado para ello y en los aportes que se han realizado hasta el momento. En torno a estos tres ejes hemos estructurado las páginas que vienen a continuación. Cabe aclarar que nos hemos restringido a una muestra de la amplia producción que año con año se incrementa notablemente.


 



1.1. Los temas: “viejos” y nuevos objetos


Desde hace aproximadamente un siglo la administración de justicia, las instituciones y el derecho en América durante la dominación hispánica han sido estudiados. Historiadores clásicos como Rafael Altamira Crevea, José María Ots Capdequí y Alfonso García-Gallo, entre otros, abordaron cuestiones jurídicas indianas, ellos dentro de la historia del derecho español y otros dentro del americano, según cada país1. Estudiosos como Ricardo Levene, Ricardo Zorranquín Becú, Silvio Zavala y José Miranda, por ejemplo, trataron las instituciones y el derecho indiano2. Desde otra vía, se habían analizado la criminalidad3 y los expedientes judiciales en sí mismos para dar cuenta de diversos fenómenos4. Este enfoque cuenta con reconocidos trabajos. De tal forma que es imposible aseverar, en general, un vacío historiográfico.


A pesar de lo anterior, desde hace un par de décadas, en especial en la última, se ha renovado el atractivo por esas temáticas. Con distintos objetos de estudio, la justicia es considerada cada vez más como un ámbito privilegiado para el estudio de distintas dimensiones de la sociedad como las instituciones, la cultura política, las prácticas sociales y muchas más. Los nuevos referentes y sus líneas de trabajo pertenecen a una renovación de las perspectivas e ideas sobre las instituciones y la justicia, cuestiones de las que hablaremos ampliamente en el segundo capítulo.


Lo más relevante es que se ha hecho desde nuevas preguntas y desde allí la construcción de nuevos objetos de estudio. El primer tema que queremos resaltar es el de las instituciones. Este, en realidad, es un tema tratado desde muy antaño por varios historiadores o juristas, aunque desde perspectivas biográficas, prosopográficas5 o legalistas6. Estas visiones han sido rebasadas por una perspectiva más integral del funcionamiento de las instituciones en el mundo indiano. Puede verse, por ejemplo, con algunos estudios sobre las reales audiencias en América7, con algunos ejemplares de estudios específicos para la justicia penal en Quito8, el funcionamiento operativo de la Real Audiencia de México9, la protectoría de indios10 o el establecimiento de la autoridad virreinal11.


Los estudios de la justicia en las audiencias combinan el análisis de los múltiples elementos de su impartición, haya sido penal, en el caso de Herzog, o civil en el caso de Gayol, y de la entidad que la ejercía. Se reúnen los marcos normativos para la institución y los distintos oficiales, así como el ejercicio concreto de cada cargo, análisis un poco más afinado en el caso de la audiencia mexicana12. También entran en juego las actuaciones de los oficiales que participaban en la institución, así como los litigantes. Tampoco se desconocen cómo participaban las concepciones sobre el poder y la justicia en el ejercicio cotidiano de la administración de justicia, esto en el marco de entender estos fenómenos como parte de un régimen jurisdiccional del derecho y de la política. El análisis de Herzog es mucho menos refinado en este sentido, pues a pesar de que hay un trabajo cuidadoso con las fuentes y la reglamentación, se extraña un análisis histórico-jurídico de mayor profundidad.


En la medida que el mundo del gobierno y la política de la época moderna se han podido entender en el marco de lo que se ha denominado jurisdiccionalismo13 se han podido mostrar, con mayor profundidad y comprensión que en antaño, las coordenadas culturales de las instituciones y de la justicia. Una de las vías para tal entendimiento han sido los conflictos de competencias, tema cada vez más prolífico en distintas latitudes. Ese tipo de conflictos, también llamados de jurisdicción, se originaban entre autoridades o instituciones por adjudicarse el conocimiento de una causa, sea por los intereses involucrados, la invasión de lo que se creía un asunto propio y particular, o por las delgadas fronteras que muchas veces poco separaban los quehaceres de unos y otros oficiales o instituciones.


En esta temática destacan dos publicaciones grupales. Por una parte, un trabajo colectivo mexicano que comprende algunas áreas de la Nueva España, aborda distintos conflictos jurisdiccionales –entre variadas autoridades y en distintas temporalidades–. Resaltemos uno de los trabajos allí contenido. Rafael Diego-Fernández y María del Pilar Gutiérrez nos acercan no solo a la importancia político-administrativa que los documentos representaban en la articulación del gobierno, sino a otra cuestión interesante: el particular funcionamiento del gobierno en aquellos tiempos. Resultó que a la muerte del propietario de una hacienda azucarera en Tequila en el siglo XVIII, las mayores autoridades eclesiásticas y judiciales de la Nueva Galicia establecieron una discordia por las cargas (una capellanía y dotes de monjas) que don Bentura Fernández Monroy había puesto.


Entre las distintas argumentaciones de los litigantes, los autores introducen la temática de las variadas fuentes de derecho que se tenían en cuenta para resolver cada pleito, y de la que este caso es un claro reflejo. Así pues, el complicado asunto pasó por varios tribunales y llegó a la consulta de las máximas autoridades en la Metrópoli, lo cual generó una serie de disposiciones reales para resolver casos similares en el futuro. Algunos de esos mandatos eran obedecidos y aplicados por autoridades, como lo muestran los autores con la aplicación en Lagos de una cédula que establecía la preeminencia de jurisdicción en los casos como el arriba citado. Ello demostraría “cómo era que en la vida cotidiana de las Indias sí impactaban las decisiones tomadas en la corte, y cómo sí eran obedecidas”14.


El segundo trabajo también es colectivo y comprende estudios del área rioplatense casi en su totalidad15. En los textos contenidos se analizan diferentes conflictos, algunos entre élites por el poder a un nivel local. La mayor parte de los estudios comprende el análisis detallado de momentos álgidos entre distintas autoridades16 y otros las dinámicas entorno a alguna materia especial, como el agua, o a la actividad litigante de esclavos17. No obstante la variedad temática, la mayor parte de los artículos tocan, de una manera u otra, el terreno de los conflictos jurisdiccionales, analizando detalladamente las motivaciones, desarrollos y resultados de los enfrentamientos. Con ellos se posibilitan pistas sobre las concepciones que se tenían del gobierno, las autoridades y la justicia, o resumidamente, las prácticas jurídicas y judiciales de la época.


Permítasenos una anotación muy particular con respecto al trabajo anterior. Su introducción no es para nada de tipo clásico en la que se presentan las perspectivas y contenido de los trabajos. En esta ocasión se optó por incluir una excelente síntesis de la justicia castellana de finales el siglo XV e inicios del XVI, elaborada por Elisa Caselli. Hemos querido resaltar esto no solo por su singularidad, sino que nos permite evaluar algunos aspectos de consideración. En primer lugar, podemos observar el principal referente jurídico, institucional y judicial al momento de la llegada al Nuevo Mundo. En segundo término, la síntesis permite hacernos a una idea de las principales características de la administración de justicia en Castilla, lo que sin falta nos lleva a compararla con la indiana. No es de sorprender la cantidad de similitudes o paralelos que podemos encontrar; pero también las innovaciones y adaptaciones correspondientes. Sería importante que algún estudioso realizara esta tarea comparativa con una investigación amplia y rigurosa.


Siguiendo con los conflictos de competencia, al analizarlos, es como si llegáramos hasta los “huesos” de la maquinaria judicial. Una de sus aristas más relevantes es la constelación de jurisdicciones que existía y que por tal naturaleza se presentaban los casos que se estudian en las referencias citadas y en el capítulo 6 de nuestro estudio. De tal manera, como parte del funcionamiento de la justicia de aquella época, cada autoridad o institución poseía jurisdicciones específicas que podían resultar siendo variadas y variables, a veces superpuestas, en ocasiones convergentes. De ahí que las opciones que los vasallos tenían a su disposición para que un juez les impartiera justicia comprendían un gran abanico de posibilidades.


Ahora bien, este tipo de problemas se enmarcan en una consideración particular sobre la relación entre el derecho y la sociedad. Todavía no se termina de desarraigar la idea de que el derecho es tan solo un conjunto de normas escritas instauradas por autoridades y que se alejan diametralmente de la realidad social, consideración muy propia de la concepción del positivismo jurídico que se tiene contemporáneamente18. Si tenemos en cuenta que incluso desde la sociología jurídica se postula que el derecho se genera socialmente, podemos adentrarnos más en las lógicas de cada época19 con otra perspectiva sobre el mismo. Para el ámbito histórico que nos concierne, el derecho era una parte fundamental, al igual que la religión, de la cultura que se forjó en América desde finales del siglo XVI y que proviene de una tradición europea20 aunque con la correspondiente proyección y variantes adquiridas en el proceso histórico de las Indias21.


El derecho y la religión eran las dos principales coordenadas culturales de la época que nos interesa22. Estos dos elementos, sobre los cuales siguen pesando muchos prejuicios, eran parte fundamental del habitus de los actores de la sociedad indiana. Ya fuera que se los utilizara como meros argumentos o tan solo en un nivel discursivo, no debe olvidarse, precisamente por ello, su importancia y peso en todas las esferas de la vida. De tal forma, lo jurídico, y por extensión la justicia, permeaba muchas esferas vitales23. Considerar el derecho de esta forma, como un componente cultural fundamental y como cultura misma de aquella época, ha dado lugar a visibilizar mejor las lógicas particulares de la justicia24.


Esta concepción flexible de las relaciones entre derecho y sociedad ha logrado sensibilizar sobre el fenómeno de la extensión de la autoridad. Este tema de investigación, que es uno de los predilectos por la historiografía argentina, evalúa la construcción de la jurisdicción25 en determinado espacio o en determinada institución26. Para citar el caso del trabajo de María Elena Barral y Raúl Fradkin, ellos trataron de ponderar los factores que llevaron al forzamiento de un despliegue de estrategias institucionales para un mayor control del mundo rural, es decir, para posibilitar un poder despótico (en el sentido de capacidad independiente de negociación) y un poder infraestructural “entendido como la capacidad estatal para penetrar en la sociedad y poder ejecutar logísticamente sus decisiones sobre todo un territorio”27.


En otro trabajo, analizando la justicia civil (muy poco estudiada, por cierto), se evidencia la litigiosidad en torno a ella como un factor relevante en el acercamiento de las personas a las instituciones para la resolución de los conflictos en la campaña bonaerense. Se pude identificar que tal justicia tuvo escasa, aunque creciente acogida, en el medio rural durante buena parte del periodo que analizan (1800-1834), que en general tendió al alza de casos, y, en cambio, fue por excelencia urbana; la heterogénea distribución por zonas de los distintos casos, teniendo en cuenta las características productivas y de poblamiento de las mismas; el esbozo de una frontera judicial donde el acceso a la justicia avanzaba con el poblamiento y este posibilitaba la consolidación estatal; y la diferenciación regional entorno al acceso a la justicia más que por las causas de los litigios. Esto último “sugiere que las diferencias entre regiones y partidos provienen sobre todo del desigual grado de institucionalización de la relación sociedad con la justicia y de las prácticas sociales efectivas frente al sistema judicial y, en cambio, refleja menos las particularidades locales que estaban produciendo las transformaciones económicas”28.


Buena parte de estos análisis argentinos, están dados por la idea de la justicia como observatorio social, es decir, como un ámbito propicio para caracterizar la sociedad. En tal medida, se han realizado estudios sobre las prácticas litigantes de distintos grupos sociales como campesinos, arrendatarios29 y esclavos30. Lo que se ha hecho es analizar sistemáticamente una serie de querellas judiciales que involucraban a cierto tipo de personas. De su análisis detallado se logra percibir el manejo que los actores hacían de conceptos como ley y justicia, lo que permite adentrarse, según Fradkin, en la cultura jurídica como parte de una cultura política popular31.


Para cerrar este acápite queremos destacar los periodos escogidos. Sin lugar a dudas, hay dos temporalidades que son preferidas. La primera es la que comprende las reformas borbónicas, debido a que es una época donde se pueden evidenciar claramente el antes, durante y después de múltiples elementos del gobierno. Durante el reformismo borbónico se fueron suscitando conflictos de competencias debido a los cambios instaurados por el régimen de intendencias. Lo esencial fue que las jurisdicciones se dividieron y se multiplicaron, lo que hizo más complejo el panorama. De allí que se hubieran suscitado tantos enfrentamientos. La predilección de este periodo parece estar condicionada por el carácter evidentemente cambiante, expresado en los conflictos que suscitaron las innovaciones reformistas.


La segunda época favorita es la transición del régimen hispánico al republicano. Ha sido la coyuntura que por excelencia se escoge debido a que el proceso de Independencia y el naciente régimen es un laboratorio para evaluar los cambios y persistencias de las formas de gobierno y de autoridad que venían de tres siglos atrás. Esta época ha llamado especialmente la atención en Argentina, donde varios trabajos han buscado evaluar las formas de criminalidad y de control entre finales del silgo XVIII e inicios del XIX32. En Chile también suscita mucho interés con algunas investigaciones que abarcan esta temporalidad33.


 



1.2. Las perspectivas: la justicia en distintas dimensiones


Los análisis que venimos tratando se enmarcan o están relacionadas con dos corrientes. La historiografía crítica del derecho es, sin duda alguna, la que más ha influenciado el tema, al punto que continuamente varios estudiosos declaran expresamente su deuda intelectual con autores como Paolo Grossi, Antonio Manuel Hespanha, Carlos Garriga, Francisco Tomás y Valiente y Bartolomé Clavero. De esta perspectiva daremos algunos apuntes más adelante.


La vertiente argentina adopta un enfoque más relacionado con la historia social, al punto que se habla de su perspectiva como una historia social de la justicia34. Sin dejar de tener en cuenta la corriente susodicha, los análisis referidos al Río de la Plata combinan de manera magistral las dinámicas jurídicas, judiciales e institucionales en marcos regionales o locales35, permitiendo un acercamiento a las formas concretas en que distintos lugares se vivieron coyunturas, periodos y fenómenos. De aquí que se encuentren variados análisis para un conjunto grande de regiones y localidades de Argentina36. En lo que respecta a los chilenos, ellos siguen un enfoque similar al argentino, aunque también adentrándose en reflexiones sobre las fuentes judiciales37. Debemos destacar algo: en cada uno de los tres países que hemos hecho mención, a saber, México, Chile y Argentina, no debe ser gratuito que sean los principales estudiosos sobre la justicia en América Latina si tenemos en cuenta la fuerte tradición de historia del derecho que tiene cada uno de ellos. Esto se demuestra no solo con revistas científicas de antigua y denotada referencia38, sino también con algunos autores clásicos o actuales que siempre serán de referencia indispensable y figuran como los precursores o representantes relevantes de estos estudios39.


Sea de una, otra, o de las dos grandes influencias, todos los trabajos apuntan a un rasgo primordial de la sociedad que estudian: la justicia como componente fundamental. En efecto, cada uno de los análisis se sustenta en la idea del papel que desempeñaba la justicia –en sus variadas dimensiones– en la época del dominio hispánico en América. Ya hemos hablado, por ejemplo, de los conflictos de competencias como una radiografía de la justicia y del aparato de gobierno. De otro lado, también mencionamos la importancia metodológica40 del tema de la justicia, lo cual también puede mirarse con expedientes judiciales para la comprensión de la dinámica social41. Si tuviéramos que sintetizar este párrafo, lo haríamos de la siguiente forma: la justicia estaba presente inexorablemente en muchas esferas de la vida social de aquella época.


Uno de los ejes analíticos que desarrolla estos estudios es la relación entre instituciones, autoridades y las dinámicas regionales o locales. Esto se hace patente en los estudios sobre el Río de la Plata, en los cuales se ponderan, con justo equilibrio, la estructura judicial de un territorio, las autoridades presentes y su relación con su contexto cercano42. No obstante, no puede desconocerse que todavía se requieren estudios más profundos sobre las instituciones rioplatenses43.


Otra de las principales vías para el examen de la justicia ha sido, precisamente, una metodología con enfoque casuístico, lo que es muy evidente en las distintas compilaciones que hemos ido citando. Esto en buena parte se relaciona con la lógica de gobierno de la época, en donde el casuismo44 era una de sus características constitutivas y más evidentes. En el orden jurídico y político la ley y la resolución de los pleitos judiciales se inscribían en el proceder de caso por caso45, en la evaluación de cada situación particular en vía de garantizar a cada quien lo que le era justo, según su calidad en el marco de una justicia conmutativa46. De esta manera, existía una importante variación de las actuaciones judiciales sin apartarse de ciertos marcos institucionales y de los criterios jurídico-culturales. Siendo fieles a esta realidad histórica, varios de los análisis se concentran en una querella judicial específica. Esto tampoco es una innovación, aunque recientemente se ha logrado darle una mayor comprensión a los procesos por medio de nuevas preguntas e ideas.


El tipo de fenómenos que se analizan ha exigido una visión integral en dos sentidos. El primero es el del aparato analítico que ha servido de caja de ­herramientas para la interpretación. En efecto, la mayoría de estudios coinciden en utilizar herramientas teóricas sea de la sociología, la antropología o la teoría política. Como se ha dicho, aquí también hacen presencia las ideas sobre el derecho y el gobierno del antiguo régimen que desde una perspectiva jurídica han postulado Tomás y Valiente, Paolo Grossi, Antonio Manuel Hespanha, Víctor Tau Anzoátegui, Carlos Garriga y Bartolomé Clavero, por mencionar los más representativos y citados.


El segundo es el de la realidad histórica misma que ha llevado a una integralidad de la visión sobre los fenómenos. Sin tener las pretensiones de una “historia total”, podemos decir que los estudios que analizamos son especies de pequeñas historias totales, ya que se tienen en cuenta las distintas caras de los fenómenos sociales como partes de un universo social. Resumamos las características generales: no se pierde de vista el contexto cercano del caso concreto, de la institución o del fenómeno que se analiza; también se realiza una evaluación de los marcos normativos, a nivel imperial, provincial y local, como parte fundamental para entender las acciones de los actores o de las instituciones; de ahí que también se tengan en cuenta el funcionamiento, sea algo general o concreto, de cierto tribunal; finalmente, la descripción densa de los pleitos judiciales que revelan las actuaciones de los actores, por supuesto, con la merecida e imprescindible crítica de fuentes47.


Como puede deducirse de los trabajos, las querellas han sido intensivamente utilizadas, unitaria o serialmente. Se ha logrado cierta comprensión de estas, pero en muchas ocasiones han pasado por alto algunos aspectos de su materialidad. El que más resalta es el de la dimensión procesal48 de las querellas, tanto en lo civil como en lo criminal49. En efecto, poco se ha atendido la normatividad procesal para contrastarla con la práctica judicial, así como a un entendimiento de las figuras utilizadas y la finalidad última de los procesos. A pesar de que muchas se tienen en cuenta para los marcos institucionales, poco se reflexiona sobre las implicaciones que puede tener sobre la documentación judicial que se trate de un tribunal u otro, como también de un territorio u otro. No sería lo mismo un caso llevado ante un corregidor, que uno llevado ante una audiencia. Tampoco era igual un pleito llevado en el tribunal de una ciudad, que en un territorio de frontera50. Esto sin desconocer que había matrices jurídicas consagradas y puestas en práctica desde siglos atrás, pero que eran flexibilizadas en contextos particulares.


 



1.3. Los aportes: nuevos aspectos de la justicia


Hoy por hoy, el alud de trabajos que hemos ido referenciando ha realizado significativos avances. Podemos empezar por la contribución más evidente: un mayor entendimiento de la sociedad, el derecho y la política indianos, así como un mejor y más cercano conocimiento en la estructuración y las dinámicas de los territorios de la monarquía católica en América.


A partir de las nuevas perspectivas ha surgido la reconsideración de algunas ideas. Desde hace años se había advertido que la estructura de gobierno de la monarquía no debía ser entendida simplemente como ineficiente y corrupta, pero es en el presente donde estamos evidenciando las lógicas particulares que comprueban su funcionamiento, así como el de la importancia, vigencia, variación y aplicación de la ley en la América hispánica. Entendámonos: no negamos que muchas veces la normatividad no fuera aplicada, sino que hay que ver las condiciones en que esto ocurre y la forma en que se la concibe51 para comprender que muchas veces la legislación sí entró en vigencia, pero que también existían múltiples órdenes normativos como la moral, la doctrina, la jurisprudencia52, la costumbre53 y la legislación tenía varios niveles con lo aportado por gobernadores, corregidores y cabildos. La cuestión es mucho más compleja y diversa que hablar solo de aplicación de la ley.


Una segunda concepción que ya debe desarraigarse completamente es la idea simplista de que las instituciones eran manipuladas solo en beneficio de las élites o de individuos que fueran autoridades importantes y el resto de la población era solamente controlada. No puede desconocerse que sí había una utilización de los marcos institucionales y de los oficios para cierto beneficio particular o grupal, y en ocasiones de forma marcada, muy evidente y hasta exagerada. Los ejemplos abundan. Pero también debe comprenderse el carácter patrimonial de los oficios públicos, por medio del cual quien tuviera un cargo podía sacar cierto “provecho” de este. De tal forma, ciertos aprovechamientos eran tolerados, permitidos y contemplados por el derecho y los límites sociales de lo aceptable.


Nuevos aspectos sobre lo que algunos definen como cultura política a través de las prácticas litigantes han sido develados. En los trabajos que se han concentrado en la actividad litigante de campesinos y esclavos se han demostrado varias cosas. Por una parte, y la más clara, es la participación activa en la justicia de grupos denominados “subalternos”, lo cual nos indica que todos tenían, y no se les negaba, acceso a la misma. Por otra parte, la habilidad, muchas veces eficiente, de argumentar judicialmente las peticiones y reclamos ante sus contrarios, sea quien fuere. Esclavos y campesinos conocían de cierta forma algunos marcos normativos y elementos discursivos que les permitieron ganar querellas judiciales, aunque esto no solo por el nivel retórico implementado, sino también basados en los justos derechos que les correspondían. Estas afirmaciones no excluyen el hecho de que los marcos jurídicos e institucionales tenían una gran influencia en la construcción de los discursos judiciales.


Este punto merece una ampliación a partir de una obra clave. Uno de los trabajos más innovadores de la historiografía argentina ha sido el de Alejandro Agüero54, en el que analiza la justicia penal en los siglos XVII y XVIII en Córdoba del Tucumán. Traemos a colación esta obra porque Agüero es tal vez quien mejor ha insertado los procesos judiciales en la matriz cultural de aquella época, esto es, en sus fundamentos y manifestaciones jurídicas y religiosas. Es destacable el detalle y fineza con que ha podido analizar y evidencia criterios jurídicos y religiosos generales –muchos expuestos en la literatura jurídica– usados e interpretados en un contexto periférico del imperio español.


 



1.4. Un largo y ancho camino


A pesar del significativo puñado de trabajos, queda un largo camino por recorrer. Si hemos empezado a conocer mucho mejor las instituciones y la justicia durante el dominio hispánico, queda por seguir profundizando en esa vía. También trazar algunos derroteros fundamentales que merecen estudios particulares de aspectos importantes, aunque han sido desatendidos, poco profundizados o ni siquiera planteados. Esto podría constituirse en una invitación a una historia judicial o de la justicia, así como en una agenda de problemas de investigación.


La primera tarea puede consistir en una complementariedad de perspectivas entre las distintas vertientes, o tomar ejemplos entre ellas para enriquecer los ámbitos historiográficos de cada una de ellas. Por ejemplo, hemos señalado que la historiografía argentina se concentraba en análisis sistemáticos de documentación judicial en contextos locales o regionales. Por la parte mexicana se enfocan más en casos judiciales concretos o a los marcos de ciertos tribunales, tanto de justicia civil como eclesiástica. Uno y otro enfoque se pueden complementar o servir de ejemplo o modelo a imitar.


Ahora bien, los distintos tipos de justicia es un tema que poco se plantea. Uno de los que muy poco hemos dado cuenta en este espacio es el de la justicia eclesiástica, que ha sido algo trabajada para el caso mexicano55, y un poco menos en el peruano56. No obstante, tanto ahí como en otros espacios queda un sinfín de casos y elementos por analizar. La estructura, presencia y extensión de tribunales eclesiásticos puede ser el comienzo. También las competencias que ejercieron junto con la construcción y continua modificación de su jurisdicción. Anexado a esto, vendría la práctica cotidiana de la justicia con el análisis de los procesos judiciales, su tipología, su lógica, fundamento y desarrollos. En última instancia, las declaraciones de los litigantes y las manifestaciones culturales y jurídicas presentes allí.


Entre todos destaca un tipo de justicia bastante desconocida: la civil. Si bien los estudios citados de Fradkin y de Gayol se basan en pleitos civiles57, esta justicia sigue siendo prácticamente desconocida. La importancia de la justicia civil puede verse en que comprende una buena parte de la documentación judicial. A pesar de ser poco llamativa, también es una fuente para la historia social58, cultural y de las instituciones, por no decir que también para la económica. Si mencionamos algo básico, la justicia civil puede analizarse desde sus componentes formales como los tipos de pleitos, frecuencia, porcentajes y distribución territorial. Pero también como vimos con los trabajos sobre la justicia impartida a esclavos, arrendatarios y campesinos, puede decirnos mucho sobre estos sectores de la población y sus ideas sobre la justicia y actuaciones en torno a ella. También las instituciones, instancias y las articulaciones de las mismas para la resolución de querellas privadas podría ser otra veta analítica. Y por mencionar una más, el marco jurídico-procesal y su relación con la práctica judicial puede ser un excelente tema para la historia del derecho. Pensemos también en un comparativo entre la justicia civil y la criminal: ¿qué tanto diferían en oficiales, procesos y argumentaciones (de fondo y forma) de los actores?


Esta cuestión de los procesos nos lleva a pensar en la variedad de tribunales. Como es sabido, hubo una gama de foros de justicia a nivel local y provincial, pero también por cuerpos o distintas jurisdicciones. Algunas de las relaciones son evidentes cuando se ven los procesos que pasan desde alcaldes partidarios y ordinarios con apelación, a una instancia jurisdiccional mayor, sea un gobernador o una audiencia. Pero tales tránsitos que se llevan a cabo no han sido objeto de estudios, ¿cómo se relacionaban distintos tribunales (audiencia, provinciales y capitulares) en una misma localidad? Solo podemos citar algunos ejemplos59.


Sobre la temporalidad comentamos los dos periodos predilectos. Poco se sabe sobre el siglo XVI que representaría los inicios de la administración de justicia en Indias. El siglo XVII60 sigue siendo un siglo poco explorado en general y el tema de la justicia no es la excepción. La primera mitad del siglo XVIII no se queda atrás en cuanto a su abandono. Aquí puede haber una excelente oportunidad para ver otra coyuntura: el cambio de casa reinante de los Habsburgo a la Casa de Borbón. En efecto, a pesar de haber sido un periodo con innovaciones –como las de nueva planta– el tránsito de una familia gobernante a otra no se ha explorado para evaluar qué tanto persistió o qué tanto se innovó y las condiciones de una u otra circunstancia.


Finalmente, queda por mencionar la necesidad de estudiar otros espacios. La bibliografía citada es sintomática de que otros territorios están siendo poco conocidos. En efecto, sabemos muy poco de los muchos tribunales de alzada que hubo, tales como las reales audiencias de Santa Fe61, Guatemala, Buenos Aires, Cuzco, entre otras. Los estudios de la administración de justicia a nivel provincial y local igualmente tienen pocos ejemplos en los espacios monárquicos aparte de Nueva España, el Río de la Plata y Chile. Esto también sin contar que la exploración de la criminalidad, de los distintos tipos de justicia y de la cultura judicial de grupos sociales, sigue sin ser explorada.


Las virtudes de iniciar estudios para más latitudes no son solo las de empezar a conocer las realidades del gobierno y de la justicia en territorios no tan centrales de la monarquía, y la de conocer esas realidades en otros espacios que sirvan de comparativo con los ya conocidos; asimismo, el de contribuir a un ­conocimiento del complejo y dinámico aparato de gobierno de la época. Con más estudios podremos ir sustentando o rebatiendo algunas propuestas globales sobre la administración de justicia en la monarquía de España.
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